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PRÓLOGO


¿Por qué escribir ahora un libro sobre la guerra en Colombia? No parece una tarea importante y necesaria. Hay ya muchos libros sobre el conflicto armado en nuestro país y hay cierto cansancio con  el  tema.  Desde  1987,  cuando  el  presidente  Virgilio  Barco  Vargas conformó la Comisión de Estudios sobre la Violencia –que  produjo el libro Colombia, violencia y democracia–, se desató un  afán por describir e interpretar el enfrentamiento bélico que angustiaba a nuestro territorio. A esos comisionados, investigadores todos de la Universidad Nacional, liderados por Gonzalo Sánchez, se los conoció como Los violentólogos. Después, en todos los centros de estudios de ciencias sociales se realizaron investigaciones y se produjeron textos sobre el tema. ¿Cuántos estudiantes de ciencia política, de sociología, de antropología y de otras disciplinas se han graduado con tesis sobre la violencia y la guerra? ¿Quién, que se precie de lector, no tiene un libro sobre el asunto en su biblioteca?


Pero ocurre que en los últimos tres años se han dado dos acontecimientos que ameritan y obligan a volver sobre nuestra guerra: por un lado, se firmó un acuerdo de paz con las Farc, sin lugar a dudas la guerrilla más grande y de mayor impacto en la vida colombiana; por el otro, el uribismo ha regresado al poder y está en una gran cruzada para negar de nuevo la existencia del conflicto armado.


Es la hora de un balance sobre lo que hicieron las Farc en 53 años de existencia como grupo irregular, de ahondar en las motivaciones de su alzamiento armado, de entender la lógica de sus acciones, de saber por qué persistieron en la confrontación durante tantos años y cómo se adaptaron a los enormes cambios que vivió la sociedad colombiana en más de medio siglo. Quizás esto nos lleve a evitar que en el futuro se repita este fenómeno.


La discusión sobre si había o no un conflicto armado en Colombia, parecía saldada. El presidente Santos había reconocido oficialmente la existencia del conflicto armado aún antes de sentarse a negociar con las Farc, con motivo de la expedición de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Después vendría la larga negociación con esta guerrilla en la que las Naciones Unidas, la Unión Europea, el Vaticano y el propio Estados Unidos, que envió a su  secretario de Estado a reunirse con delegados de la insurgencia en La Habana, reconocieron el carácter político de nuestra contienda. Pero ahora, el nuevo gobierno –en la más extraña de las controversias intelectuales– ha vuelto a cuestionar esta premisa analítica y  está en la tarea de borrar de las instituciones y de la vida nacional el concepto y las implicaciones que tiene en la construcción de la verdad y la memoria, en las decisiones judiciales y en la comprensión de la historia.


Para los obcecados es este libro. Ariel Ávila acopia un volumen de datos nunca visto. Se esfuerza al máximo por dar cuenta empírica de la confrontación armada, no quiere dejar ningún hueco, ningún vacío sobre los acontecimientos. Tiene la pretensión de mostrar con los hechos el alcance que ha tenido la violencia de las guerrillas y también la vasta respuesta de las Fuerzas Armadas a la amenaza guerrillera.


Alguna vez, el general Jorge Enrique Mora Rangel, ya en su retiro, cuando se aprestaba a asumir el papel de negociador de la paz en La Habana, en una charla en la Escuela Superior de Guerra, se quejaba del tardío reconocimiento de la guerra en Colombia. Decía que desde los años sesenta al estamento político le dio por denominar los episodios de guerra como simples alteraciones del orden público y a las Fuerzas Militares se les impuso la tarea de “controlar el orden público”. Pues en estas “alteraciones del orden público” hubo verdaderas batallas en las que murieron decenas de soldados y también decenas de guerrilleros. Era una manera de minimizar el conflicto y también el doloroso papel de las Fuerzas Armadas.


Paradójicamente, también la calificación de “amenaza terrorista” de la que hablan los uribistas tiene el efecto de minusvalorar la enorme tarea que han cumplido las Fuerzas Armadas. Llegó un momento en el que las Fuerzas Militares de Colombia, con enormes limitaciones en equipamiento aéreo y en infraestructura de combate, se vieron abocadas a enfrentar a un ejército irregular de más de 20.000 efectivos, con unidades regulares de combate, con un mando centralizado y un control de territorio en varias zonas del país.  La acción de las guerrillas no se suscribió a agresiones a la población civil o a operaciones encubiertas, fue también y principalmente un desafío a la fuerza armada del Estado. Eso lo encontrará con detalle en este libro.


El libro se ocupa de los contendientes, no de las víctimas. También en la literatura sobre la población civil agredida hasta el cansancio por la brutal arremetida de todos los protagonistas de la confrontación hay ya referencias abundantes, multitud de libros, documentos y videos sobre la magnitud del holocausto, sobre las consecuencias humanitarias, sociales, culturales y políticas del conflicto armado. Los hechos, los datos, están saliendo a la luz con mucha fuerza en los últimos años.


Pero empezamos a extrañar libros como Patria, una novela de Fernando Aramburu, un escritor vasco que cuenta la historia de dos familias en un pueblo de su tierra, enfrentadas porque la ETA, donde milita un hijo de una de las familias, ha asesinado al padre de la otra familia. Eran dos familias amigas, dos familias unidas, en un pequeño universo. La alteración de la vida cotidiana del lugar es dramática. La tensión es un animal salvaje latente en cada acto. En el relato resuena la angustia y el dolor lejos de la política, lejos de las ideologías, lejos incluso de los intereses. Se ha quebrado un mundo, se ha roto un mundo, y uno oye como se quiebran los huesos todos, las sonrisas, la amistad. Siente que nada será como antes.


Mientras llegan esos libros tenemos que leer estos grandes relatos sobre el conflicto y sus contendientes. Siento algún rubor al elogiar a Ariel Ávila que ha trabajado conmigo desde siempre, desde cuando dejó la universidad. Pero no puedo terminar este prólogo sin decir que seguramente esta investigación será en el futuro una referencia obligada para los historiadores del país.


León Valencia









INTRODUCCIÓN


Durante los más de 50 años de confrontación armada, entre guerrillas, Estado y paramilitares en Colombia, la cifra de víctimas fue increíble. Cerca de ocho millones de desplazados forzados, alrededor de 230 mil homicidios, 80 mil desapariciones forzadas y cerca de 32 mil secuestros. Pero este baño de sangre no fue homogéneo en el territorio. Lo más crudo de la guerra hizo un recorrido; es como si hubiese establecido una ruta que arrancó en el Magdalena Medio, luego se trasladó hacia el Urabá, pasó a la costa Atlántica donde dejó más de 300 masacres, bajó por la frontera con Venezuela y, en la  época más intensa, se concentró en los Llanos Orientales, al suroriente del país. De ahí tomó rumbo al Pacífico, donde actualmente se vive lo más intenso de la violencia colombiana.


Al hacer un recorrido histórico sobre el conflicto armado colombiano quedan algunas ideas claras. Por un lado, si bien fueron más de 50 años de confrontación armada, la intensidad de la guerra, entendida como el número más grande de víctimas que produjo la confrontación, el mayor número de choques militares y estrategias de despliegue militar, ocurrieron en una década que se da entre 1995 y el año 2005. En esa década fue la verdadera guerra.


La segunda idea interesante es que la dificultad para definir el conflicto armado colombiano tiene una explicación sencilla, que parte de una realidad bastante compleja. Muchos académicos han debatido durante años sobre la definición de la confrontación armada en Colombia. Algunos afirman que es un conflicto de baja intensidad, otros utilizan marcos teóricos de los estudios típicos de guerras civiles, otros hablan de un empate técnico negativo, otros de una guerra revolucionaria. Pero al analizar los datos, estrategias y tácticas militares, y en general las dinámicas de la guerra en Colombia, se puede decir que el conflicto armado fue una guerra de coproducción. La coproducción significa que la forma como se desarrolló el conflicto armado colombiano fue una realidad social y política que la construyeron los actores que intervinieron en la guerra, se fue moldeando a medida que las guerrillas, los paramilitares y el Estado se iban adaptando a las estrategias militares del contrario. En otras palabras “… las formas en que conocemos y representamos el mundo (tanto la naturaleza como la sociedad) son inseparables de las formas en que elegimos vivir en ella” (Jasanoff, 2004).


Como se verá en todo el libro, la confrontación armada fue una copia de estrategias militares y evolución táctica. Cuando se crearon las Brigadas Móviles, las Farc crearon las Columnas Móviles. Cuando se creó la Fudra, las Farc crearon la Fuerzas Especiales. Los paramilitares intentaron copiar la estructura de mando de las Farc, Carlos Castaño siempre tuvo una obsesión por lograr una estructura jerárquica y de obediencia como la de las Farc. Esa coproducción moldeó nuestro conflicto armado.


Otra idea interesante, es que si se trata de definir el conflicto armado colombiano, tal vez el concepto que engloba toda la dinámica es el de una Guerra Irregular, pero dentro de esta guerra hubo diferentes escenarios tácticos y estratégicos de confrontación armada. Por ejemplo, durante varios años en los Llanos Orientales hubo una guerra con líneas estables de defensa y movilización de contingentes militares de miles de personas. Entre 1997 y el año 2003 en el norte del país había una guerra de guerrillas típica de escenarios asimétricos de guerra. En el Pacífico se dio una confrontación con movilización de población de unas zonas a otras. No fue un mismo tipo de guerra. Las Fuerzas Militares igualmente lograron construir una serie de estructuras irregulares que les permitieron avanzar en el territorio. Por ello, se utiliza el concepto de Guerra Múltiple. En un mismo periodo se desarrollaron diferentes tipos de guerra.


Pero también es interesante que cada intento de paz en Colombia abre la puerta para una nueva ola de violencia. Se acostumbra para  finalizar  periodos  de  alta  violencia  (Valencia-Villa,  1987),  hacer constituciones nuevas. Esto se aplicó nuevamente en 1991. Se pensó, en ese momento, que ello pondría fin a tal vez una de las décadas más violentas que afectaron al país: la de los años ochenta del siglo XX pero, sobre todo, que pondría fin al conflicto armado colombiano que vivía el país desde los años sesentas del siglo XX. Efectivamente, entre 1989 y 1994 se había negociado la paz con el M-19, el Quintín Lame, la Corriente de Renovación Socialista, el Partido Revolucionario de Trabajadores, PRT, una buena parte del Ejército Popular de Liberación, EPL, y se había negociado con el sector más grande del paramilitarismo al mando de Ariel Otero. Además, había caído Escobar; el presidente Gaviria había negociado con un buen sector del narcotráfico. Todo ello trajo una reducción importante de la violencia.


Colombia venía de un aumento importante de la violencia en la década del ochenta del siglo XX. Si bien el modelo del Frente Nacional había logrado frenar la violencia de los años cincuenta, rápidamente entró en un desgaste producto del cierre de la democracia. Así, en la segunda mitad de la década del ochenta del siglo XX, Colombia vio aumentar vertiginosamente la violencia política, la denominada “guerra sucia” cobró la vida de más de 15 mil personas en solo 5 años como lo muestra la siguiente tabla.




Tabla 1. Evolución de la violencia en Colombia (1981-1991)


[image: Image]


Fuente: Segundo informe sobre la situación de los derechos humanos en Colombia (Capítulo V, p. 87 ), por Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1993. Bogotá.





Igualmente, la violencia contra la población civil aumentó vertiginosamente. En tan solo 4 años se sucedieron más de 250 masacres como lo muestra el siguiente cuadro.




Tabla 2. Masacres entre 1988 y 1991
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Fuente: Segundo informe sobre la situación de los derechos humanos en Colombia (Capítulo VII, p. 123), por Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1993. Bogotá.





La Constitución de 1991 traía consigo la idea de un nuevo pacto social que terminaría de una vez por todas con los ciclos de violencia. Durante algunos años, luego de la constitución hubo un periodo de apertura, no solo se redujo la violencia, sino que además se abrió una ventana para debatir temas de reforma al Estado. Fue aprobada la Ley 160 de 1994, era una verdadera reforma agraria para un país que siempre había vetado esos temas. Además, sectores alternativos como el M-19 entraron a la arena política y en general, como se ve en el gráfico 1, se redujo la violencia.


Claro está que los fenómenos de violencia política no desaparecieron; a la UP la continuaron masacrando hasta 1995 y las amenazas a líderes sociales no disminuyeron. Pero la violencia en general descendió. Lo dramático del asunto es que desde 1995 los indicadores comenzaron a aumentar nuevamente. Se llegaron a fenómenos de terror únicos, con altos niveles de sevicia: los paramilitares, por ejemplo, utilizaban la motosierra como arma de guerra contra la población civil. Además, se cometieron al menos 1000 masacres entre 1995 y el año 2005, la década más violenta del país. De hecho, por los menos el 60 % de las víctimas del conflicto armado de más de 53 años se produjeron en esa década (Unidad para las víctimas, 2017).




Gráfico 1. Homicidios en Colombia 1990 - 2016
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A su vez, las guerrillas desataron la ofensiva militar más increíble que había visto la región. Ni siquiera las revoluciones triunfantes de Nicaragua y Cuba habían logrado tal nivel de poder militar. Decenas de municipios fueron arrasados por las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, Ejército del Pueblo, Farc-EP, en su estrategia de “vacío de poder”: destruían estaciones de policía, alcaldías, hasta iglesias fueron objeto de su poder militar. En la historia del país se contabilizan algo más de mil tomas y hostigamientos a cabeceras municipales (Aguilera, 2017). Así mismo, decenas de alcaldes y concejales fueron secuestrados, asesinados u obligados a renunciar. Ni que decir de los ataques a la infraestructura petrolera que cometió el Ejército de Liberación Nacional, ELN, y claro, los niveles de secuestro que ambas guerrillas le impusieron al país son ya míticos.


La situación fue contraría a aquello que se propuso la Constitución de 1991, pues la década del noventa del siglo pasado representó el punto más alto de la intensidad de la confrontación armada, desde 1995 se dijo adiós a la paz y bienvenida la guerra (L. Valencia, 2002):  cientos de cabeceras urbanas destruidas por las incursiones de los grupos guerrilleros, secuestros, desplazamientos y masacres a manos de paramilitares trasformaron el mapa político y poblacional del país.


En el libro Y refundaron la patria de 2010, editado por Claudia López, escribí el primer capítulo de una larga investigación. Allí está la versión política del conflicto armado; las estrategias de control social, la forma de influir en el Estado o de crear estructuras paralelas de regulación social y, sobre todo, el largo camino que recorrieron las estructuras criminales y los Grupos Armados Ilegales, GAI, para modificar al Estado colombiano.


Sin embargo, aquella vez no logré dar la versión de la guerra: las estrategias de los GAI; la razón por las que en algunas zonas utilizaban unos métodos de violencia y en otras zonas variaba radicalmente, o lo que se llama actualmente los repertorios de violencia. Tampoco analicé las tácticas militares y menos la geografía del conflicto y los métodos de colonización armada. De todo esto nos ocuparemos a continuación.


El libro se basa en más de 14 millones de datos estadísticos que se derivan de los Partes de Guerra de las guerrillas colombianas, Partes de Batalla de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, al igual que una base de datos de la Fiscalía General de la Nación de la sección de Justicia y Paz, donde se consignan años de investigación en el marco de la desmovilización paramilitar. Los datos se discriminan por años, por mes, y municipio a municipio. Además, se realizaron más de cien entrevistas a actores que estuvieron en la guerra y se analizan decenas de informes oficiales y de centros de investigación. Por último, se revisaron más de 10.000 notas de prensa en el periodo de estudio. El resultado es el cruce, interpretación y la validación concurrente de las diferentes versiones sobre la estrategia y táctica militar en la guerra en Colombia. Un texto lleno de gráficos, mapas y cuadros con información militar. Todo el acumulado estadístico y de información mostró resultados llamativos, de hecho, desmontan una serie de versiones sobre la guerra que son de dominio popular.


El libro se divide en cuatro periodos de estudio. En cada uno de ellos se da cuenta de las estrategias y tácticas militares de la fuerza pública colombiana, de los grupos paramilitares y luego los grupos posdesmovilización paramilitar, de las Farc y más recientemente de lo que se denominan disidencias, y por último del ELN. Además, en la introducción se da cuenta de los hallazgos a nivel teórico y empírico, y se propone un marco de análisis novedoso para entender el conflicto armado colombiano.


En el capítulo uno se trabajará el periodo que va desde 1995 al año de 1999, caracterizado por la ofensiva militar de las Farc-EP luego de su octava conferencia en 1993, la pretensión de las Farc-EP de lanzar una guerra de grandes contingentes de tropa con la toma a la base militar de las Delicias en 1996 y finaliza en 1999 con el inicio de la Zona de Distensión y el Plan de restructuración  de las Fuerzas Militares; aunque la última vez que las Farc-EP movilizaron grandes cantidades de tropa fue en el año 2001 con la Columna Juan José Rondón en el Guaviare, donde murió Urías Cuéllar su comandante.


También este periodo se caracterizó por la derrota de las Fuerzas Militares en vastas regiones del país, por la intención del ELN de dar un salto cualitativo en su estrategia militar y, además, se dio la segunda expansión paramilitar iniciada en 1997. Esta se concentró, principalmente, en el norte del país: centenares de masacres, incursiones de paramilitares acompañados de miembros de la fuerza pública, la estrategia de campo arrasado, entre otras, produjo lo que se conoció como el proceso de homogenización política que llevaría al famoso escándalo de la parapolítica. El trasfondo de estos años es la presencia de un gobierno que gozaba de una fuerte ilegitimidad y un cierto aislamiento internacional.


Un segundo capítulo abarca desde finales de 1999 hasta el año 2003. En él, ante la ofensiva de las Farc-EP, el Estado se vio obligado a ingresar a un proceso de paz que llevaría a la formación de la Zona  de Distensión, lo cual permitió a ese grupo guerrillero un fortalecimiento y el reclutamiento de una buena cantidad de tropa. Por otro lado, las fuerza pública mantenía su plan de fortalecimiento y desde el año 2001 los golpes hacia la insurgencia se incrementaron. La ofensiva paramilitar no se detenía, allí se produjo la tercera ofensiva paramilitar y el debilitamiento del ELN cada vez se hacía más notorio. Si la Política de Seguridad Democrática fue contra las Farc-EP, la ofensiva paramilitar se concentró contra el ELN, o al menos la base social de este grupo.


Por otro lado, desde el 2003 las Farc-EP iniciaron el llamado repliegue táctico y la fuerza pública comenzó la movilización masiva de tropas móviles. La operación Libertad Uno, que desmanteló varios frentes de las Farc-EP en el centro del país (A. Ávila, 2008), se convirtió en la principal victoria militar del Estado y el más grande golpe estratégico a las guerrillas. El periodo termina con un franco declive del ELN, el inicio del proceso de desmovilización de los grupos paramilitares y el intentó de las Farc-EP de lanzar una ofensiva que causó la muerte de algo más de un centenar de miembros de la fuerza pública.


El tercer capítulo abarca el periodo del 2004 al 2008, el cual se caracterizó por el nacimiento de los llamados grupos emergentes, rearmados y disidentes, todos ellos ligados a la desmovilización paramilitar, luego llamados Bacrim por el Estado y, más tarde, desde 2017, denominados Grupos Armados Organizados. Para el año 2008, 246 municipios presentaban algún tipo de presencia de estos grupos, se contabilizaban 101 estructuras. Por otro lado, la fuerza pública asestó grandes golpes a las Farc-EP aunque en 2009 la ofensiva del grupo guerrillero significó la parálisis de varias regiones del país. Comparado con el año 2002 la fuerza pública incrementó su personal en un 36 % y creó unidades nuevas.


El cuarto capítulo abarca el periodo de 2009 hasta 2018. Si bien este periodo pasará a la historia debido a las negociaciones de paz entre el gobierno colombiano y las Farc-EP y el inicio de las negociaciones con el ELN, lo cierto es que se consolidó el empate negativo en el conflicto armado. Las guerrillas lograron adaptarse a las asimetrías del conflicto armado; sus principales debilidades fueron la aviación, la inteligencia artificial y el desarrollo de la inteligencia humana. Contrarrestar esto le permitió a las Farc-EP comenzar a copar algunos territorios, al igual que al ELN. Este empate técnico fue lo que le permitió al Estado colombiano consolidar el proceso de paz. Es en este proceso que se desarrollaron estrategias como las operaciones Beta por parte de la fuerza pública y los “Pisa suave” por parte de las Farc-EP. Las estrategias en terreno más especializadas se vieron durante este periodo de estudio.


En cada uno de los capítulos se analizan las estrategias, tácticas militares y consecuencias sobre la población civil de los cuatro actores principales del conflicto armado: la fuerza pública, las Farc-EP, el ELN y los grupos paramilitares y posdesmovilización paramilitar.


HALLAZGOS


Una vez revisados todos los capítulos, es posible llegar a dos tipos de conclusiones. Unas de tipo teórico, que además son el marco conceptual y de referencia para entender todo el universo de datos consignados en el libro, y otras de tipo empírico, las cuales derrumban una serie de mitos populares sobre el conflicto armado colombiano. Además, se recomienda al lector revisar capítulo por capítulo las conclusiones de cada periodo, pues algunas de ellas no quedarán incluidas en las generales o son complementarias de las allí expuestas.


De tipo empírico se podría llegar a diez grandes conclusiones, varias de ellas son increíbles por su carga política. Sin embargo, como se verá, están sustentadas en millones de datos.


1. La primera conclusión, tal vez es una suma de hallazgos, desbarata mitos o narrativas que existen sobre el conflicto armado colombiano. El primer mito desbaratado se encuentra entre el capítulo uno y capítulo dos. Según la percepción de algunos analistas y periodistas, durante el gobierno Andrés Pastrana (1998-2002) y, en concreto, en los diálogos del Caguán, este proceso de paz sirvió para fortalecer a las Farc-EP: básicamente se le entregó el país a esta guerrilla. Pero los datos de la Policía Nacional, la Fiscalía General de la Nación y del Ministerio de Defensa muestran que si bien las Farc-EP tuvieron un fortalecimiento, este fue relativamente marginal, es una cosecha que traían desde 1994. En cambio, los que sí se fortalecieron estos años y casi que triplicaron su presencia municipal fueros los grupos paramilitares.


Es algo así como concluir que en la vida real los diálogos del Caguán fueron una cortina de humo que se construyó mientras los paramilitares se expandían dejando una estela de masacres, homicidios, desplazamiento y amenazas en varias zonas del país. Evidentemente  las  Farc-EP  salieron  fortalecidas  de  la  Zona  de  Distensión, pero las “Pescas Milagrosas” venían desde 1995, el asesinato de autoridades públicas comenzó en 1994, las grandes incursiones militares en 1996, las tomas a cabeceras municipales en 1994, llegando a su punto más alto en 1998, un año antes de la Zona de Distensión. La resistencia militar que hicieron las Farc-EP  una vez termina la Zona de Distensión se deriva del impulso que  traían desde 1994. Claramente, los diálogos le dieron a las Farc-EP una ofensiva política, lograron mejorar el reclutamiento y entrenamiento de su tropa, pero no fue un punto de quiebre.


Así las cosas, en 1998 las Farc-EP tuvieron acciones militares en 419 municipios; y en el año 2002, cuando se rompió la Zona de  Distensión, golpearon en 452 municipios. Un crecimiento de poco más de una treintena de municipios. En cambio, los paramilitares pasaron de hacer presencia en 109 municipios en 1994, a 343 en 1998 y a 722 en el 2002, todo esto según datos de la Fiscalía General. Todos los ilegales se fortalecieron en estos años, pero si alguien se fortaleció fueron las Autodefensas Unidas de Colombia, AUC, y en general los grupos paramilitares. Mientras el país se distraía en la Zona de Distensión, los paramilitares lograron el control territorial  en centenares de municipios.


El segundo mito que se derrumba con la investigación tiene que ver con el fracaso de los diálogos del Caguán. Para los diferentes gobiernos la gran culpa fue de las Farc-EP. Según este sector, la guerrilla nunca tuvo una intención de conversar y todo se trató de una gran pantomima para ganar tiempo en el fortalecimiento militar. Para las Farc-EP y algunos sectores de izquierda, el Gobierno no quería dialogar, y todo se trató de ganar tiempo para reformar las FF.MM. y echar a andar el Plan Colombia. En general, para la sociedad prima la versión del Gobierno. Sin embargo, a lo largo de la investigación lo que queda claro es que tanto las Farc-EP como el Gobierno tenían un Plan B. Las negociaciones eran un posibilidad entre dos, pero el fortalecimiento militar era la otra. Tal vez se pueda concluir que en diálogos nadie cumplió, ni quería cumplir. Para ese momento todos pensaban que podían ganar y que solo faltaba un impulso.


El tercer mito que se derrumba es sobre el Plan Colombia. Si bien este hecho no se aborda directamente en el texto, se concluye que todo el plan de reforma militar de finales de los años noventa y la primera década del nuevo milenio estuvo enmarcado en el Plan Colombia. Es decir, el Plan Colombia no fue una estrategia de lucha contra las drogas, fue una estrategia contrainsurgente. Esto a su vez significó que discursivamente se unió narcotráfico y guerrilla, y con ello todo lo que el país vivió de intensidad del conflicto armado. A la vez, el discurso de “Lucha contra el terrorismo”, que se masificó luego del atentado a las Torres Gemelas ayudó en este proceso.


El cuarto mito que se derrumba es la derrota de las Farc-EP. Esto se verá en el tercer y cuarto capítulo. Durante muchos años se creyó que en los dos gobiernos de Álvaro Uribe las Farc-EP estuvieron a punto de ser derrotadas, para muchos solo faltó un poquito y por ende la negociación de paz de La Habana no era necesaria, o al menos fue inoportuna. Sin embargo, lo que se concluye en los miles de datos analizados y en el trabajo de terreno es que la Política de Seguridad Democrática, PSD, logró que el Estado controlara los grandes centros de producción y comercialización del país y las principales vías de comunicación. Se desalojó a las Farc-EP del centro del país, la altillanura, las zonas alrededor de Medellín y de la costa Atlántica. Esta guerrilla se replegó hacia sus zonas históricas y desde allí comenzaron un proceso de reacomodamiento, pero nunca estuvieron derrotados militarmente. En cambio la PSD en lo que se convirtió fue en una estrategia de contención militar, es decir, blindar las ciudades y zonas pobladas y mantener a raya a las guerrillas. Esto creó el sofisma de la derrota de las Farc-EP y los conceptos de “posvictoria” y “el fin del fin”, que se hicieron famosos en la última parte del segundo gobierno de Álvaro Uribe. Lo que sí sucedió es que toda esta estrategia de contención llevó a un empate técnico negativo, donde no se podía derrotar totalmente al contrario. De ahí que la negociación de paz de La Habana fuera la consecuencia lógica.


2. La segunda conclusión es que el conflicto armado no solo es dinámico en estrategia militar, sino también territorialmente o en términos geográficos. A través de los capítulos se puede ver cómo el conflicto armado hizo un recorrido por el país. Comenzó en el Magdalena Medio, luego pasó al Urabá antioqueño y chocoano, de hecho nuestro estudió comenzó en este territorio. De ahí pasó a la costa Atlántica, donde se cometieron más de 300 masacres y fueron desplazadas miles de personas. Luego se trasladó al Catatumbo y los Llanos Orientales, y en los últimos años de confrontación armada se trasladó a la costa Pacífica, donde se vive en la actualidad una verdadera guerra por el control territorial.


Obviamente los Llanos Orientales, desde los años sesenta del siglo pasado, mantuvieron presencia de las Farc-EP y la altillanura de grupos paramilitares, pero lo que fue dinámico fue la intensidad alta territorial de la confrontación armada. Este dinamismo cambió prácticamente todo en estos territorios. Por ejemplo, el mapa de la propiedad rural fue brutalmente modificado en el Urabá, en toda la costa Atlántica y en el Magdalena Medio. También el mapa político fue modificado, el fenómeno de la parapolítica tal vez sea el mejor ejemplo, pero sobre todo el mapa de la organización social cambió. Hubo zonas donde toda la organización social fue destruida. Es algo así como si el conflicto armado hubiese hecho una ruta de la muerte.


Al final se concluye que el mapa político, el mapa económico y el mapa social fue duramente transformado por la confrontación armada. Eso también echa al traste aquella lógica de que la guerra en Colombia no tuvo efecto sobre una parte del país, principalmente su zona urbana. El impacto fue sobre toda Colombia; lo que sucede es que no fue un solo impacto.


3. La tercera conclusión hace referencia a consecuencias esperadas y no esperadas de esta confrontación armada. Por ejemplo, en el tema de la concentración de la tierra y despojo, todo parece indicar que durante un tiempo esto fue una consecuencia no esperada. La gran mayoría de desplazamientos eran masivos, productos de combates, bombardeos, entre otras acciones militares. Mientras que en los últimos tiempos de la expansión paramilitar y, sobre todo durante su consolidación, primó el desplazamiento individual y el despojo dejó de ser algo no esperado a ser una estrategia. Lo ocurrido con alias Cadena o en general en el Bloque Norte de las AUC es muestra de ello. Se quemaron notarías, se capturaron oficinas de registro y notariado y hasta se crearon municipios para apoderarse de rentas. Como se vio, fue de tal magnitud la planeación de la expansión paramilitar que el Bloque Norte recibía el seudónimo de La Empresa.


4. La cuarta conclusión es aún más increíble y es que a través del texto se logra entender la diferencia entre parapolítica y Farcpolítica. Durante muchos años, políticos, analistas, periodistas y líderes de opinión cuestionaban la ausencia de condenas a políticos por relaciones con las Farc-EP. Siempre preguntaban dónde estaban los casos de Farcpolítica, para ellos solo se había juzgado la parapolítica. De hecho, varios políticos fueron investigados por sus relaciones con las Farc-EP y no se encontraba nada. La investigación para escribir el presente texto encontró las razones. No se trató de negligencia de la justicia o corrupción, sino de fenómenos diferentes con un mismo efecto.


En el libro Y refundaron la patria, di algunas pistas sobre las diferencias de estos fenómenos. Para ese año encontré tres grandes ejes de distinción. Por un lado, el carácter pro o antiestatal. Efectivamente las guerrillas tenían un carácter antiestatal y por ende buscaban destruir el Estado y crear algo nuevo. Mientras que los paramilitares buscaban el statu quo y desde allí impulsar su proyecto político.


La segunda diferencia radicaba en los objetivos y estrategias de los actores armados ilegales. Para las Farc-EP la estrategia consistió en hacer inoperante el Estado desde el saboteo armado, por ello las tomas a las cabeceras municipales, la destrucción de puestos de votación y el asesinato, secuestro y amenazas a cientos de funcionarios públicos. El saboteo armado se tradujo en la estrategia de “vacío de poder” y “boicot electoral” que aplicaron tanto las Farc-EP como el ELN en la mayoría de regiones donde operaron.


Por el contrario, la estrategia de los paramilitares fue la de cooptar el Estado, a partir de la influencia en los cargos de elección popular. Se trataba de cooptar desde adentro y las Farc-buscaban cooptar desde afuera. El último factor de distinción era el capital social. Mientras las guerrillas tenían como base social a cocaleros, campesinos pobres y colonos, y en algunas ciudades sectores marginales radicales de izquierda, los paramilitares en sus cuatro oleadas lograron el apoyo de ganaderos, narcotraficantes, clase política regional y local tradicional y sectores de las Fuerzas Militares. Obviamente a simple vista se ven las diferencias de capital y base social.


Estos tres factores marcaron las diferencias entre ambos fenómenos. Sin embargo, el presente escrito nos aporta tres cosas al análisis. Por un lado, el estudio entrega importantes bases de datos oficiales, ya sea de la Policía Nacional o la Fiscalía, en las cuales se validan las tesis anteriores. Así, por ejemplo, fue posible ver desde 1994 cómo el asesinato y secuestro de autoridades electas fue una práctica sistemática de las Farc-EP durante varios años. También se vio cómo las Farc-EP y el ELN aplicaron estrategias para destruir el Estado. Igualmente, los datos de violencia asociada al conflicto permitieron ver cómo el desplazamiento fue utilizado por el paramilitarismo para transformar el mapa político colombiano, entre otras prácticas de violencia. Es decir, el estudio entrega un sustento empírico importante y deja abierto un canal de investigación que debería ser profundizado.


Lo segundo que aportó el estudio, es que logra demostrar cómo la Movilidad o la Estabilidad en el Territorio determina los alcances de las estrategias políticas de los GAI. Así, por ejemplo, las Farc-EP casi siempre fueron una guerrilla móvil, lo cual hacía difícil su influencia política, o mejor, no era estable en el tiempo. Además, en la medida que la estructura armada pesada estaba en zonas apartadas, la base de milicianos era inestable y era una de las primeras en desertar cuando venían arremetidas militares. Esto significa que la distancia geográfica entre componentes de una misma estructura militar influye en la propensión a la defección. En cambio, las estructuras paramilitares eran más estables en el territorio, no eran perseguidos por el Estado y sus bases militares generalmente estaban en zonas urbanas como los corregimientos, lo cual facilitaba su influencia política. Tal vez el departamento del Cauca sea el mejor ejemplo. Allí, las Farc-EP operaron por más de 50 años y nunca lograron modificar el mapa político, siempre ganaban las mismas élites, mientras que los paras en solo 5 años cambiaron el mapa político en varios departamentos.


Lo tercero que agrega el estudio, tiene que ver con el papel de instituciones estatales en el combate a estos grupos. Efectivamente se logró demostrar cómo la fuerza pública combatió muy poco a los paramilitares, además se comprobó cómo en algunas zonas servían de avanzada a la llegada de las AUC. Eso siempre se supo, pero este estudio logra demostrarlo a partir de bases de datos oficiales y con información empírica precisa. Además, se citan informes oficiales, informes de organismos internacionales y datos oficiales. Esto sustenta dicha afirmación.


Vale la pena aclarar que hubo casos en los que las Farc apoyaron  políticos y obligaron a votar por ellos. Pero su alcance era menor, solo algunos alcaldes y concejales. Igualmente, hubo casos en que los paramilitares secuestraron políticos y los obligaban a renunciar, pero no fue lo preponderante. Así las cosas, la parapolítica fue la cooptación de los cargos de elección popular y de las instituciones del Estado. La Farcpolítica fue el asesinato de mandatarios, la quema de urnas, e impedir las elecciones. El efecto era el mismo, destruir el Estado, pero los métodos eran diferentes.


5. Otra conclusión interesante tiene que ver con los enfoques de diferentes actores armados ilegales. Se podría decir que la ofensiva paramilitar se concentró contra el ELN y destruyó su base social, mientras que las Farc-EP salieron más o menos bien libradas de esa ofensiva. Por el contrario, la Política de Seguridad Democrática del Estado colombiano se centró en las Farc-EP.


Igualmente, pareciera que la estrategia de “boicot electoral” y “vacío de poder” fue también venganza de las Farc-EP a la denominada guerra sucia de los años ochenta del siglo XX, y no solo una estrategia militar. En últimas, los datos recabados para escribir el documento logran mostrar tanto los énfasis como los repertorios de violencia más utilizados por los actores en el conflicto armado.


Las Farc-EP utilizaban más el secuestro, los paras privilegiaban el desplazamiento y las masacres, y el ELN el saboteo a la infraestructura energética del país. No significa esto que los actores no cometieran todo tipo de acciones, pero se logran determinar preferencias de repertorios de violencia.


6. La sexta conclusión se refiere a una confluencia de hechos que llevaron a lo que se podría denominar internacionalización del conflicto armado. Básicamente desde 1999 el conflicto comenzó a trasladarse del centro del país y la cordillera oriental, a las zonas de frontera. Tanto la estrategia de contención como la de operaciones a profundidad que implementó el Estado, llevó a que el conflicto se trasladará del centro a la periferia y en algunos casos a zonas de frontera. Gran parte del Plan Colombia se desarrolló en Putumayo y Nariño, frontera con el Ecuador, la intensificación del conflicto en el Catatumbo o el Perijá llevaron a tensiones con los vecinos, en este caso Venezuela. El bombardeo a Raúl Reyes, el traslado de  testaferros de los paras a países vecinos, o el traslado de la comandancia del ELN hacía Venezuela muestran cómo durante el periodo  de estudio el conflicto colombiano pasó de ser un problema más o menos doméstico a ser un problema regional.


La crisis del intercambio humanitario o la captura de jefes paramilitares  en  Venezuela,  fue  la  evidencia  de  problemas  que  habían comenzado al finalizar la década del noventa del siglo XX. El escrito deja ver muy bien este proceso de traslado de la confrontación y las características militares de dicha confrontación en las zonas de frontera.


7. La séptima conclusión corroboró lo expuesto por Marco Palacios hace ya algunos años. El norte fue un país rápidamente dominado por el paramilitarismo y donde las guerrillas se replegaron, allí se exterminó la base social y rápidamente los paramilitares construyeron la suya. En el centro, el Estado más o menos funcionaba y se creó un sistema social bastante moderno, al sur las guerrilleras dominaron por años.


Todo ello llevó a un replanteamiento de las estrategias armadas. Por ejemplo, las Farc-EP consideraron crear un Estado al sur del país y el Plan Caquetanía se dirigía a ese camino en el sur occidente colombiano, y desde allí ir avanzando hasta conquistar el norte. Los paras plantearon la ofensiva desde el norte hacia el sur.


8. Una octava conclusión también divide el país, pero no tanto por el tipo de actor armado, sino por la influencia del mismo en la vida diaria de la población. Efectivamente, en las principales ciudades del país nunca hubo combates o acciones armadas prolongadas, esto llevó a un país con dos realidades. Por un lado, unas zonas rurales que padecían intensamente la confrontación armada y, por otro lado, las principales zonas urbanas que estaban ajenas a la guerra. Eran como realidades paralelas bastante diferentes.


Esto no solo fue producto de la estrategia de contención de la fuerza pública colombiana desde 2006, sino que en general el conflicto armado colombiano tuvo una geografía principalmente rural. Al final, esto llevaría a una apatía de las zonas urbanas frente al proceso de paz entre el Gobierno y las Farc-EP. Unas zonas urbanas ajenas al conflicto o al menos distantes y una zona rural que se desangraba, en una guerra cada vez más degradada.


En las zonas rurales, las guerrillas mostraron dos caras, una depredadora, que fue la que identificó las zonas urbanas: secuestros, desplazamientos, ataques, entre otras. Pero hubo otra cara de las guerrillas, una que pocos conocen y era que las Farc y el ELN en varias zonas del país crearon un modelo de administración de justicia y regulación de la vida social. En el sur del Tolima al frente 21 de las Farc se le denominaba la Fiscalía 21. Este sistema de regulación social tenía instancias: la primera era el comité de Convivencia de la Junta de Acción Comunal, luego, de no llegarse a un acuerdo entre las partes, la segunda instancia era la Junta de Acción Comunal en pleno. La tercera instancia eran una especie de comité compuestos por guerrilleros. Se resolvían todo tipo de problemas, desde temas de linderos, hasta deudas e incluso infidelidades.


9. Tal vez una de las conclusiones de fondo, y de las más importantes, es que el conflicto armado colombiano se configuró bajo características no típicas al momento de hacer ejercicios de política comparada. Por ejemplo, el conflicto armado colombiano se desarrolló sin retaguardias armadas estables, no hubo zonas liberadas. Toda esa teoría de fronteras tipo Kalyvas es complicada de manejar en las dinámicas de la guerra colombiana. Fue una guerra en constante movimiento. En segundo lugar, mientras todas las guerrillas hacían la paz a principios de los años noventa del siglo XX debido a la caída del muro de Berlín, Colombia vivió la más grande arremetida de las guerrillas, y lo más cruel de su guerra. Esto, producto de la economía de guerra que hizo que nuestro conflicto armado fuera tan largo.


Esta economía de guerra causó una independencia increíble de los GAI colombianos frente a las dinámicas internacionales de la guerra fría. Pero sobre todo fue la causa esencial de que el conflicto armado colombiano fuera tan largo. Una economía de guerra que vive más allá de los actores que la crearon. Así por ejemplo, las guerrillas nunca necesitaron de un apoyo decidido de potencias internacionales, no necesitaban su financiación. Igualmente el paramilitarismo colombiano, si bien tuvo mucha relación con el Estado, nunca dependió financieramente de él. Por ello su independencia frente al Estado. Además, fue un conflicto armado con grados de degradación de la confrontación armada sustancialmente altos: empalamiento, los denominados homicidios ejemplarizantes, entre otros hechos, marcaron la degradación del conflicto.


La importancia de la economía de guerra modificó, por ejemplo, el tipo de paramilitarismo que se creó en Colombia. El siguiente diagrama muestra un balance de los tipos de paramilitares que se crearon en la región.


En una línea que va desde el punto más próximo al Estado hasta el punto más lejano al Estado, se puede establecer cuatro modelos de paramilitares en la región:


a.El primero fue el argentino. En la dictadura, el Estado argentino asumió la represión directa a los opositores. Las tres Fuerzas asumieron la administración del Estado y montaron un aparato de terrorismo de Estado. Se podría decir que no había una fuerza paraestatal o paramilitarismo en sentido estricto. Era un sistema, tal vez, paralegal. Antes de este aparato de terrorismo de Estado, existió La Tiple A Argentina, o Alianza Anticomunista Argentina. Eran exmilitares, expolicías e incluso sindicalistas de derecha que asesinaban a la izquierda peronista. Era un grupo paraestatal. Con el golpe de Estado, la dictadura expandió el aparato de terrorismo estatal y la Triple A dejó de existir. El saldo fue más que terrible, alrededor de 20 mil desaparecidos, la represión desarticuló todo tipo de resistencia y activismo social.
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b.Las Patrullas de Autodefensa Civil, PAC, guatemaltecas, eran grupos de civiles armados coordinados por el Ejército. La lógica era que en las zonas de mayor presencia de grupos guerrilleros se pusiera a los civiles a enfrentar a los insurgentes. La batalla era entre vecinos, primos, amigos. Se trababa de involucrar a la población civil en la guerra. Hay una discusión si el ingreso a las diferentes Patrullas fue voluntario o forzoso. Todo el material dependía del Estado: el entrenamiento, las armas iniciales y la estructura de las Patrullas eran monitoreadas por el Ejército. Por ello, en el diagrama están un poco más lejos del punto más cercano al Estado.


c.Las Rondas Campesinas Peruanas, RC. Nacieron en Cajamarca y Piura, el objetivo inicial fue combatir el abigeato o robo de ganado y en general la inseguridad en las zonas rurales. Tenían cierto tinte político, pues decían luchar contra las autoridades corruptas locales, a las cuales acusaban de ser cómplices de la delincuencia y de no hacer nada para proteger el territorio. Nacieron independientes al Estado. De hecho, el Estado peruano las involucró en la estrategia contrainsurgente hacia finales de la década del ochenta del siglo XX, más de una década después del nacimiento de las Rondas. Muchas de estas Rondas no tenían una génesis similar. Algunas pedían que se fuera el Estado y que las comunidades asumieran el papel de reguladores sociales. Otras, como algunas de Piura, pedían más presencia del Estado.
Desde 1988 el Ejército peruano comenzó a organizar y armar a la población rural en Rondas. Desde 1990 se comenzó a entregar armas a los campesinos. Durante los dos primeros años de Fujimori, el Ejército, además de entregar armas, también brindó capacitación militar (Alor, 2001, pp. 1-15). Sin embargo, su legalización y reconocimiento como Comités de Autodefensa Civil, fue el principal apoyo que les dio el Estado peruano. En todo caso, estas estructuras eran bastante autónomas del Estado peruano y no había una relación tan directa y estable de mando de obediencia. Por ello, en el diagrama anterior se ubican en una posición alejada del Estado en términos de dependencia económica y militar.


d.Las Autodefensas Unidas de Colombia están en un punto más alejado del Estado. Esto se deriva de su independencia económica frente al Estado colombiano. Tenían relaciones con políticos y hubo intercambio de información. Durante unos años, algunas de estas estructuras operaron como escuadrones de la muerte. Como se verá, hubo hasta operaciones conjuntas entre Fuerzas Militares y paramilitares. Pero no hubo dependencia económica. Esto en el libro se denomina “autonomía criminal”. En algunos casos, los jefes paramilitares parecían jefes de comandantes de Policía y Ejército en varias regiones del país.


El paramilitarismo tuvo cuatro orígenes en Colombia:


a.Desde principios de la década del sesenta del siglo XX, durante el gobierno de Guillermo León Valencia y hasta mediados de  la década del ochenta se dio el primer tipo de paramilitarismo en Colombia. Muy parecido al tipo de autodefensa, sin mucha vocación de expansión territorial. En ese momento varios ganaderos lograron formar autodefensas de forma legal, eran entrenadas por el Ejército y servían como guardias pretorianas de algunos latifundistas y élites locales.


b.Un segundo momento se da desde mediados de la década del ochenta. En ese momento algunas guerrillas comienzan una etapa de secuestros a “los nuevos ricos”, que eran una serie de narcotraficantes que se habían enriquecido de forma acelerada. Entre las personas secuestradas cae una de las hermanas del Clan Ochoa, miembros del Cartel de Medellín. Esto llevó a Pablo Escobar a crear el MAS o Muerte a Secuestradores. En ese momento el narcotráfico entró directamente a conformar y hacer parte de estructuras paramilitares.


c.Un tercer origen, fue la elección popular de alcaldes y gobernadores. A finales de la década del ochenta del siglo XX, se declaró que alcaldes y gobernadores podrían ser elegidos popularmente. Esta situación, inmediatamente, asustó a la vieja clase política y regional, quienes vieron en una serie de movimientos políticos de base una amenaza a su poder. Entre los partidos que amenazaban su estabilidad política estaba la Unión Patriótica. Desde ese momento se desató un exterminio contra movimientos alternativos. A este periodo se le conoce como “La Guerra Sucia”. Centenares de líderes políticos de izquierda murieron en este baño de sangre. Como se verá en el libro, los políticos tradicionales acudieron a los grupos ligados al narcotráfico, a las autodefensas de primera generación y en general a estructuras criminales para asesinar la competencia política.




Para ese momento, década del ochenta y primera parte de la del noventa del siglo XX, no había una sola organización paramilitar, eran decenas. Como se verá, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos identificó cerca de 80 estructuras paramilitares en el país. Algunas tenían un alcance municipal, otras cubrían 4 o 5 municipios, y algunas pocas tenían un alcance regional. Por ello, en muchos casos estos grupos eran verdaderos ejércitos privados al mando de ganaderos y políticos, el caso de los 12 Apóstoles es un buen ejemplo.





d.El último origen paramilitar fue la participación abierta de funcionarios públicos en la conformación y promoción de estas estructuras. En medio de la Guerra Fría, los manuales de la Escuela de las Américas y el fantasma de las guerrillas en todo el continente llevaron a que sectores del Estado apoyaron decididamente el paramilitarismo.
Estas cuatro olas de paramilitares le dieron total autonomía criminal, al menos, desde el punto de vista económico. Por ello, cuando el Estado los quiso desmovilizar entre 2003 y 2006, muchos dijeron que no, y siguieron operando. Igualmente, el Estado no financiaba paramilitares, era al revés, los funcionarios públicos hacían parte de una nómina paralela de estas estructuras. Pero, sobre todo, muchas de estas estructuras al funcionar como grupos privados de seguridad, llevaron a que las élites locales y regionales casi que le dieran un golpe de Estado a las élites nacionales y a varios líderes políticos tradicionales.


10. A través del proceso de investigación y a medida que el lector pasa las páginas, surge una última conclusión. Parece simple a primera vista, pero es determinante a la hora de reconstruir la memoria del conflicto. La guerra en Colombia, su estrategia y táctica militar, fue planeada, no es causa del azar o de algunos inadaptados. No se trató de que un comandante fuera más violento que otro, aunque de esos hubo unos pocos. Casi todas las heridas que se abrieron durante la guerra fueron concebidas, planeadas y ordenadas. Los descuartizamientos paramilitares fueron planeados, los secuestros de las Farc o los Falsos Positivos fueron planeados. No fueron casos de “manzanas podridas”.
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LA FUERZA PÚBLICA.
LA DERROTA EN EL SUR DEL PAÍS


Para inicios de la segunda mitad de la década del noventa las Fuerzas Militares no vivían una situación alentadora. La reforma militar de 1991 planteada por el gobierno de Cesar Gaviria y dirigida por el entonces ministro de Defensa, Rafael Pardo, pretendía en 9 meses ponerle fin a los grupos guerrilleros, en ese momento llamados grupos disidentes por no haber entrado al proceso de paz con las diferentes guerrillas.


Por diferentes circunstancias el resultado fue el espectacular crecimiento de las guerrillas de las Farc y el ELN, así como el rearme paramilitar después de una breve desmovilización entre 1991 y 1992. Para ese momento la fuerza pública tenía tres grandes problemas.


Por un lado, buena parte de su tropa no era profesional, la gran mayoría eran bachilleres que cumplían el servicio militar. La siguiente tabla muestra la evolución anual de los miembros del Ejército por año. Para ese momento, era la fuerza de choque contra los grupos guerrilleros. Incluso el pie de fuerza era bastante pequeño para controlar todo el país.




Tabla 3. Evolución personal del Ejército


[image: Image]


Fuente: elaboración propia con datos extraídos de la página web del Ministerio de Defensa Nacional de la República de Colombia. (abril, 2011) Recuperado de: https://www.mindefensa.gov.co/irj/portal/Mindefensa.





En segundo lugar, los medios y recursos con los que contaban las Fuerzas Militares eran bastante obsoletos para combatir una guerra irregular y una guerra de guerrillas. La modernización militar que se inició desde 1989 no trajo sobre el terreno una ventaja estratégica. Incluso desde 1996 el Ministerio de la Defensa dispuso una nueva reforma al Ejército Nacional que tampoco dio resultados inmediatos.


El decreto presidencial No. 1422 del 25 de agosto de 1996 dispuso la organización de la Aviación del Ejército. La deposición No. 030 de septiembre de 1996 del Comando General de las FF.MM. aprobó la tablas de organización y equipo de la Brigada No. 25 organizada a tres unidades: BAHEL, BATAV, CIE. La directiva transitoria   No. 000119 del Comando del Ejército del 30 de septiembre de 1996 “creación y activación de la Brigada de Aviación del Ejército” en el numeral 3 ejecución, ordinal C, misiones particulares, dispuso que el departamento E-3 elaborara y tramitara las disposiciones activando las Unidades en mención (Ministerio de Hacienda y Crédito Público de la República de Colombia & Ministerio de Defensa Nacional de la República de Colombia, 1995).


Para finales de 1995 el total de las Fuerzas Militares se distribuía de la siguiente forma.




Tabla 4. Composición de las Fuerzas Militares (octubre de 1995)


[image: Image]


Fuente: elaboración propia con datos extraídos de la página web del Ministerio de Defensa Nacional de la República de Colombia. (abril, 2011) Recuperado de: https://www.mindefensa.gov.co/irj/portal/Mindefensa.





El tercer factor era la ilegitimidad de las Fuerzas Militares. La ilegitimidad no solo se daba por la imposibilidad de controlar el crecimiento guerrillero en la primera mitad de la década del noventa del siglo XX, también por los casos de ejecuciones extrajudiciales y la llamada guerra sucia habían producido una imagen bastante negativa a la fuerza pública. Por ejemplo, en el informe de la Comisión Interamericana se dice que:




De acuerdo con diversos organismos de derechos humanos, la autoría de tales hechos correspondería tanto a los agentes estatales (Fuerzas Militares, de Policía y DAS) como a los grupos paramilitares a quienes correspondería la mayor cuota de responsabilidad en la violencia contra la UP, el 73.84 %, o sea 544 casos. Los sicarios, personajes relacionados con el bajo mundo y reiterativamente utilizados como instrumento auxiliar de la violencia política, aparecen vinculados a 155 casos, el 21 %. Entre enero de 1990 y junio de 1992, aunque no se logró contar con datos completos ni segregados, se registraron 292 casos de violación de derechos humanos, especialmente ejecuciones extrajudiciales. En el año electoral de 1990 la UP, ya seriamente disminuida, es nuevamente blanco de la violencia política; se contabilizan 90 casos. En este año (1990), entre el 1o de enero y marzo, en Antioquia, especialmente en la zona de Urabá, y en Meta, se presentan no menos de seis masacres de tres o más militantes. El 22 de marzo es asesinado Bernardo Jaramillo Ossa, presidente y candidato presidencial de la UP, crimen que cierra momentáneamente el ciclo de la violencia contra la UP, pues este determina una postura abstencionista por parte de la dirección nacional para la elección presidencial de mayo de ese año. La UP, que nace para abrir los espacios de participación política y electoral, temporalmente se retira de la contienda (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1993, p. 144).





Durante la segunda mitad de la década del noventa la brigada XX fue cerrada luego de escándalos en temas de derechos humanos. El entonces Comando Operativo de Inteligencia y Contrainteligencia Charry Solano (también conocido como Brigada XX), había sido criticado fuertemente por el gobierno estadounidense, lo habían acusado de formar escuadrones de la muerte:




El 8 de noviembre de 1997 el embajador estadounidense Frechette denunció que la Brigada XX del Ejército conformaba escuadrones de la muerte. El ministro Echeverri dijo: No se puede acusar al Ejército sin pruebas. Doce días después hubo poda en la Brigada XX con el retiro de cuatro oficiales (Redacción El Tiempo, 1998).





Para las elecciones de 1994 se reportaban 155 municipios en peligro, producto de la ofensiva de las guerrillas para el saboteo electoral. Renuncia de alcaldes, secuestros, intentos de homicidios de ministros, hacían parte de la ofensiva de las Farc-EP y demostraba los problemas para mantener la seguridad por parte de la fuerza pública. La periodista Clara Elvira Ospina, reportaba lo siguiente los primeros días de enero de 1994:




Esta semana, la guerrilla echó a andar en Bogotá y en otras zonas del país, lo que irónicamente politólogos, expertos militares y agencias de seguridad asimilan a la precampaña terrorista de la subversión ante un año en el que se definen otra vez curules de Cámara y Senado, gobernaciones y alcaldías y nuevo Presidente de la República. Por un lado, el fallido intento de asesinato del ministro de Hacienda, Rudolf Hommes, coinciden observadores y analistas oficiales, evidencia el afán de los subversivos por presionar a los candidatos presidenciales a abordar el tema de la guerrilla y por autopresentarse como aliado de las reivindicaciones de sectores inconformes con la política económica (C. E. Ospina, 1994).





Las acciones se contaban por decenas cada semana. Un reportaje de El Tiempo, decía que solo para el 21 de febrero se reportaron más de 10 acciones de las Farc-EP. El mapa que publicó El Tiempo, (Ospina, 1994) se reportaba así:




La gran mayoría de acciones se referían a la obstrucción del funcionamiento del Estado, a su destrucción. Nótese el sur y suroriente del país, donde se bloqueaban vías, secuestraban autoridades. Igualmente resulta interesante analizar las acciones alrededor de Bogotá.





La situación siguió siendo la misma, pero a medida que avanzaba la crisis del gobierno Samper y los pocos éxitos sobre el terreno, la situación se fue deteriorando. Todo se complicó en mayo de 1998, cuando en el día 15, el gobierno estadounidense canceló la visa del general Iván Ramírez, que para ese momento era inspector del Ejército y era excomandante de la Brigada XX (Ospina, 1994).


Dicha situación fue percibida como una especie de traición de ese gobierno. El propio Ramírez manifestó en ese momento que; “He combatido el terrorismo y ahora resulta que el terrorista soy yo.” (Redacción El Tiempo, 1998).


Por otro lado, las Fuerzas Militares tenían, para ese momento, lo que se podría denominar una “ilegitimidad política”, pues en el ambiente nacional había quedado la sensación de un posible golpe de Estado en 1995 al gobierno Samper. Si bien no se trataba de una defensa de dicho golpe por parte de la clase política, se comenzaban a presentar signos de desconfianza frente a las Fuerzas Militares. Adicionalmente, a pesar del cambio de cúpula la desconfianza entre el Ejecutivo y las Fuerzas Militares era bastante grande. Ello llevó a la descoordinación de las estrategias militares con las políticas.




En relación con la articulación entre estrategia política y planes militares, es claro que no existió en la administración Samper. No hubo una estrategia política que guiara la elaboración de los planes militares y sí se dieron evidentes contradicciones. El planteamiento político del Gobierno giró durante el primer año en torno al proceso de paz y desde un principio se evidenció tensión y descoordinación entre funcionarios civiles y la cúpula militar sobre las prioridades por  seguir  (Dávila  Ladrón  de  Guevara,  Gavina,  &  Vargas,  2000, p. 158).





Tal vez el principal ejemplo de ello fue la Operación Conquista que se desarrolló entre mayo de 1996 y febrero de 1997. Si bien el propio gobierno Samper la consideró como suya, esta operación mostró grados altos de descoordinación, pues ante los miles de campesinos cocaleros que salieron a marchar, en lo que se conocieron como las marchas cocaleras, el Gobierno de ese entonces optó por el diálogo, mientras que los militares preferían una salida represiva a las mismas. Ya para febrero de 1995 se lanzó la operación Resplandor, cuyo objetivo era que en un plazo de 2 años se debían erradicar definitivamente los cultivos de uso ilícito. Esta primera operación desató las protestas campesinas. Para el 13 de mayo de 1996 se expidió el decreto 0871 por el cual se estableció como zona especial de orden público el área geográfica de la jurisdicción de todos los municipios de los departamentos de Guaviare, Vaupés,  Meta Vichada y Caquetá (Ramírez, 2001).


Con ello se recrudecieron las protestas y las incoherencias entre el Ejecutivo y las Fuerzas Militares fueron más que evidentes.




El 7 de agosto de 1998, el exgeneral Harold Bedoya Pizarro, en ese momento excomandante de las Fuerzas Militares, acusó al gobierno de no haber respaldado “grandes operaciones contra las Farc-EP como la denominada Conquista”; a continuación señalaba: “Tenemos esta nueva tragedia por el mal gobierno, por la falta de voluntad de tomar las decisiones políticas de liquidar el problema del narcotráfico” (El Espectador, 7 de agosto de 1998: 5A). En esta afirmación es evidente que para el general Bedoya, encargado de dirigir las acciones militares en la zona en el momento de las marchas, el narcotráfico y las Farc-EP son homologables y así, desde su perspectiva, la operación Conquista se dirigía prioritariamente contra la insurgencia o narcoguerrilla, como la llaman los militares. Dentro de esta lógica es que pueden comprenderse sus declaraciones una vez comenzaran las marchas en el Guaviare: “Vamos a  recuperar este territorio que está inundado de cultivos ilícitos. El Gobierno y las Fuerzas Armadas van a combatir este flagelo. Esta es una guerra que la vamos a ganar, estamos empezándola, nos vamos a demorar un rato pero la vamos a ganar, completamente.” (Declaraciones en el noticiero AM-PM, 07 de julio de 1996, referido en Ramírez, 2001, p. 48).





De tal forma que para la segunda mitad de la década del noventa del siglo XX, las Fuerzas Militares mantenían una relación complicada con el Ejecutivo, sobre todo después de los rumores de golpe de Estado. Además, de trasfondo se encontraba el asesinato de Álvaro Gómez, quien murió el día que posiblemente se iba a dar el golpe (Revista Semana, 1998b). Las FF.MM. tenían una imagen negativa a nivel internacional y, por si fuera poco, diferentes comunidades rurales cuestionaban el papel de las fuerzas de seguridad del Estado colombiano.




Las operaciones Conquista I y Conquista II, adelantadas en el sur del país contra el narcotráfico por la IV División del Ejército y sus brigadas, entre junio de 1996 y febrero de 19997, afirmaron la tendencia de militarización de la lucha antinarcóticos. Así fue posible combinar, y confundir, la represión antisubversiva con la guerra contra las drogas. Ya desde antes el Ejército había realizado operaciones que combinaban la lucha militar de las tropas antiguerrilleras con la fumigación de cultivos ilegales por parte de la Policía en busca del apoyo directo de Estados Unidos a sus actividades antisubversivas. La importancia progresiva que adquirió el Comando Sur de Estados Unidos –ubicado hasta fines de los años noventa en la Zona del Canal  de Panamá– para el país tiene que ver no solo con su papel de mediador de la absorbente política militar estadounidense para el área, sino también con esa búsqueda de apoyo por parte del Ejército Nacional (Leal-Buitrago, 2002).





Por otro lado, en términos poblacionales la fuerza pública en general y el Ejército en particular no eran proporcionales ni con el territorio ni con el crecimiento demográfico.




En cuanto al tamaño de las instituciones armadas, en 1981 el promedio mundial presentaba una relación de seis soldados por cada mil habitantes. Para el caso de América Latina, esta cifra pasó de 4,4 soldados por cada mil habitantes en 1981, a 2,7 en 1995. Colombia se encontraba por debajo del promedio mundial y de la región hasta 1987, cuando comenzó a presentar notables aumentos hasta superar la cifra promedio para América Latina e igualar el promedio mundial. Colombia pasó de 2,4 soldados por cada mil habitantes en 1981, a 4 en 1995. El Gasto de la Fuerza Pública, denominado (GFP), como proporción del PIB destinada a la seguridad, presentó en Colombia un promedio de 0,8 %, con un mínimo de 0,6 % y un máximo de 3,6 %. A partir de un análisis histórico de este rubro, la economía realizó sus mayores esfuerzos en 1997, debido a dos factores: los gastos provenientes de la nivelación salarial establecida a partir de la Ley 4 de 1992; y los recursos de inversión provenientes de los Bonos para la Seguridad, los cuales presentaron un agregado de 440 mil millones de pesos que se destinaron a adquisición de equipo (Dávila Ladrón de Guevara et al., 2000, p. 165).





Las estrategias adoptadas por las guerrillas, los grupos paramilitares y la situación de la fuerza pública provocarían una situación de desinstitucionalización generalizada en el país y con ello la creación de para-Estados en siete regiones del país.




En el periodo Samper es factible preguntarse por qué, en condiciones de fortalecimiento de la institución, dado su rol de sostén de un gobierno cuestionado, el balance al culminar el periodo es negativo. Pero igualmente, cabe preguntarse cuáles fueron los rasgos predominantes y si estos implicaron una ruptura o una continuidad con lo existente hasta entonces. A este respecto, es factible recoger una primera respuesta en relación con el esquema de relaciones entre civiles y militares que prevaleció. Tal y como se argumenta en el epílogo de El juego del poder: historia, armas y votos (Dávila, 1998), tanto por su interés y conocimiento del tema, como por la situación de inestabilidad y debilidad que introdujo el Proceso 8.000, el gobierno Samper habría desechado todo lo construido y avanzado en el período Gaviria y habría retornado a esquemas propios del Frente Nacional. Es decir, de poco interés del alto gobierno en los temas de seguridad y propiamente militares, de atención coyuntural producto de las circunstancias de orden público y de carencia de un interlocutor civil reconocido por las instituciones armadas, especialmente tras la obligada renuncia de Fernando Botero al Ministerio de Defensa. Por tanto, la situación quedó sujeta a esquemas muy marcados por las relaciones personales, y no institucionales, pero en un contexto que no hacía sino agravar la situación vigente (Dávila Ladrón de Guevara et al., 2000, p. 154).





Es decir, a pesar de la debilidad del gobierno nacional y la superioridad de las Fuerzas Militares, al final de la administración Samper la debilidad del aparato militar era más que notable, pues los constantes golpes propinados por las Farc-EP habían hecho creer a gran parte de la dirigencia del país que el país no estaba lejos de la toma del poder por el grupo guerrillero. Las Farc-EP desataron la más grande ofensiva en 1996 (A. Ávila, 2011). Aprovechando la debilidad e ilegitimidad institucional del gobierno Samper, el grupo guerrillero inició aceleradamente la movilización de grandes contingentes de tropa con miras, por un lado a desalojar la fuerza pública de las cabeceras urbanas de los municipios, y en segundo lugar a cercar a Bogotá.




En esas circunstancias, las Farc-EP incrementaron su “guerra contra un establecimiento corrupto”. El 30 de agosto lanzaron la ofensiva militar de mayores características cualitativas en toda su historia, propiciaron 26 ataques simultáneos en distintas zonas del territorio nacional, y el asalto a la base militar de las Delicias. Luego, siguieron los descalabros de La Carpa, San Juanito, Patascoy y El Billar, para mencionar solo los de mayor impacto, y culminaron con la toma a Mitú, primera vez que asaltaban una capital de departamento, tratando de inaugurar el paso de la guerra de movimientos a la guerra de posiciones (Velázquez, 2006, p. 169).





Ya antes de esta ofensiva de agosto de 1996, habían asaltado a Puerres en Nariño dejando 31 militares muertos. En la zona del Bloque Oriental, los ataques se incrementaron en un 16 % desde 1996. A la Columna Juan José Rondón




se le atribuye la muerte de 62 militares y el secuestro de otros 42 en El Billar, en jurisdicción del municipio de Cartagena de Chairá, Caquetá, en marzo de 1998. Incursionó con la columna que comandaba en la Base Antinarcóticos de la Policía Nacional en el municipio de Miraflores, Guaviare, en agosto de 1998, mató a 51 miembros de la fuerza pública y secuestró a otros 127. Se le atribuye la muerte de cinco policías antinarcóticos y de dos soldados profesionales que se fugaron, en septiembre de 1998, del lugar de cautiverio en donde estaban secuestrados, en Vichada. Participó luego en acciones guerrilleras contra el municipio de Puerto Inírida, en Guainía; en Mitú, Vaupés, donde secuestró a 71 policías, dando muerte a 16 y destruyendo gran parte de la población. Las autoridades también lo sindican de haber incursionado entre 1999 y este año a las poblaciones de Puerto Rico y Puerto Lleras, Meta, en donde secuestró a 28 policías. Estuvo en los ataques contra los municipios de Santa Rosalía y Primavera, Vichada, Algeciras en Huila, y a la Base Militar de Coreguaje,  situada en La Tagua, Putumayo, en donde dio muerte a 22 militares (Caracol.com, 2001b).





Los reveces militares llevaron a que el gobierno de Pastrana se viera obligado a realizar un repliegue político y concediera la Zona  de Distensión, situación que analizaremos más adelante. El punto cúlmine de la ofensiva de las Farc-EP se dio con la toma a Mitú, pero a la vez marcó el inicio del plan de restructuración de las Fuerzas Militares, que tuvo en general tres componentes: mejoramiento de la aviación, profesionalización de las Fuerzas Militares y fortalecimiento de la inteligencia militar, todo ello acompañado de un aumento del pie de fuerza.


Esta situación produjo que la tendencia se revirtiera, pues la asimetría aérea causó que la movilización de grandes contingentes de tropa por parte de las Farc-EP se hiciera casi imposible en zonas con poca vegetación. Estas grandes columnas se prolongaron en el suroriente y sur del país; en el resto del país fue casi imposible. Los bombardeos se convirtieron en la principal arma de la fuerza pública contra los grupos guerrilleros. En tan solo un año las Farc-EP perdieron cerca de 200 hombres en acciones de bombardeo. Se podría decir que si bien Mitú fue el punto más alto de la estrategia de las Farc-EP de la Nueva Forma de Operar, también fue el inicio de la contraofensiva de la fuerza pública.


El periódico El Tiempo recogió una serie de acciones que había realizado la fuerza pública en 1999, en particular en el cañón de  la Llorona.




En las márgenes del río Chigorodó, en lo profundo del cañón, las tropas daban las últimas puntadas a la Operación Leopardo contra uno de los santuarios de la agrupación insurgente, situado en las puertas de la zona bananera. El balance oficial, hasta ese momento, era de 50 guerrilleros muertos, así como cuatro militares muertos y otros 18 heridos. El general Mora no podía estar más satisfecho. Desde noviembre de 1998, cuando las tropas recuperaron el casco urbano de Mitú, la contraofensiva que ha liderado el Ejército le ha dado buenos resultados. Sobre todo durante el último mes. El 18 febrero, durante la Operación Eclipse Negro, en Arauquita, el Ejército mostró un video en el que aparecían, por primera vez ante la opinión pública, decenas de cuerpos de guerrilleros muertos durante los enfrentamientos ocurridos en los sitios El Oasis y La Esmeralda. Ocho días más tarde, tropas de la Brigada 13 descubrieron entre Pasca y Gachetá, en Cundinamarca, tres caletas con 20.000 cartuchos de los frentes 22 y 53. Y a finales de la semana pasada, Vladimir González Obregón, conocido como Miller Perdomo, líder del frente 51 y gestor de las llamadas pescas milagrosas, murió en una operación en la zona del Guavio (Cundinamarca). Estos golpes están dando la sensación de una nueva actitud del Ejército, que no solo le ha permitido propinar varios golpes, sino contar con un punto a su favor: no haber tenido reveses en el campo de batalla (O. Restrepo, 1999).





Por los lados de la Policía Nacional, ante la estrategia de Vacío  de Poder de las Farc-EP, que consistía en sacar la institucionalidad de los municipios de dominio guerrillero, el director de la Policía se ideó el concepto de Comandos Móviles.
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